
 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 **RAD_S** 

 Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 
 
 
Señores 
JUZGADO VEINTISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 Bogotá - Cundinamarca 
E.      S.        D. 
 

RADICADO No. 11001333502720220007000 
   

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE INGRI VIVIANA LÓPEZ BARRETO 

DEMANDADO 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO, identificada con la cédula de ciudadanía número 1.030.570.557 
de Bogotá D.C. y T.P. 310.344 del C.S.J., en mi condición de apoderada sustituta de LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, conforme poder de sustitución otorgado, por el Doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, 
identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de Representante 
Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos 
judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la 
Representante Legal de FIDUPREVISORA S.A,  de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder 
General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019, adicionada, 
que lo faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la defensa judicial;, me 
permito dar respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos:   
 
 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
DECLARATIVAS 
 
Primera, segunda y tercera: ME ATENGO A LO QUE SE ACREDITE EN EL PROCESO, toda vez que la 
parte actora en el acápite de pruebas no sustentó en debida forma la existencia del acto ficto o 
presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada el 15 de junio de 2021, referente al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, de conformidad 
con lo estipulado en el código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Así las cosas, no se puede declarar la nulidad de algo que a la luz jurídica no existe. 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
Cuarta: ME OPONGO, como quiera que, al no demostrarse la existencia del acto ficto o presunto 
expuesto por la parte actora, no se puede declarar la nulidad de algo que a la luz jurídica no existe. 
 
CONDENAS 
 
Primera: ME OPONGO, teniendo en cuenta que esta condena sería consecuencia de las anteriores 
declaraciones, las cuales de acuerdo con lo expuesto no están llamadas a prosperar y en 
consecuencia no hay lugar a tal codena. 
  
Segunda: ME OPONGO, pues la sentencia en si ya tiene carácter vinculante y no se requiere la 
solicitud de esta. 
 
Tercera: ME OPONGO, tomado en consideración que no es procedente ordenar el ajuste de la 
sanción moratoria a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de 
compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 
 
Cuarta: ME OPONGO, pues esta condena serían consecuencia de las anteriores declaraciones, las 
cuales de acuerdo con lo expuesto no están llamadas a prosperar y en consecuencia no hay lugar a 
tal codena. 
  
Quinta: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la 
legítima defensa y, por ende, no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que se hizo 
incurrir a la parte vencida, de conformidad con lo dispuesto en el Código General del Procedo. 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS 
 

FRENTE AL HECHO PRIMERO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto 
se verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de 
demanda, la certeza de lo indicado por el apoderado judicial.  
 

FRENTE AL HECHO SEGUNDO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto 
se verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de 
demanda, la certeza de lo indicado por el apoderado judicial.  
 
FRENTE AL HECHO TERCERO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO CUARTO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente y de acuerdo a la 
certificación emitida por la Fiduprevisora se evidencia que los dineros fueron puestos a disposición 
de la parte actora el día 29 de junio de 2018. 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

FRENTE AL HECHO QUINTO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de demanda, 
la certeza de lo indicado por el apoderado judicial.  
 
FRENTE AL HECHO SEXTO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO OCTAVO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO NOVENO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO DÉCIMO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO ONCEAVO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO DOCEAVO: frente al hecho en particular debe decirse que ES PARCIALMENTE 
CIERTO, pues si bien se corrobora la fecha de radicación de la solicitud a la que se hace referencia, 
no es menos cierto que el trámite de conciliación prejudicial NO constituye un hecho, sino un 
presupuesto del medio de control. 
 
 

III. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 
La sanción moratoria en materia de cesantías, consiste en aquella penalidad que se impone cuando 
la entidad pública pagadora, omite efectuar el desembolso del auxilio de las cesantías solicitado por 
el trabajador en el plazo máximo previsto por la ley para tal efecto. 
 
En lo relativo al término para la expedición del acto administrativo de reconocimiento de las 
cesantías, se advierte que el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006, por la cual se regula el pago de las 
cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos 
para su cancelación, dispone lo siguiente: 
 

Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación 
de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los 
peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento 
y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los 
requisitos determinados en la ley. 
[…] 

De la norma transcrita, se infiere que la administración cuenta con un plazo de 15 días hábiles, 
contados a partir del día siguiente de la radicación de la solicitud de dicho auxilio, para expedir el 
correspondiente acto administrativo de reconocimiento, siempre que la petición reúna los requisitos 
determinados en la ley. 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

Por su parte, el parágrafo del artículo 5 ibídem se encarga de regular lo concerniente al plazo máximo 
para el pago de las cesantías y la sanción que acarrea desconocer los términos previstos en dicha 
normativa, en efecto indica: 
 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administra-
tivo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, 
para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacio-
nal de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los ser-
vidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al 
beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago 
de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 
previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, 
cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a este. 
(Negrillas fuera del texto) 

Ahora, en cuanto a su aplicación al sector docente el Consejo de Estado en la sentencia de Unificación 
del 18 de julio de 20181 se indicó 

Los docentes integran la categoría de servidores públicos prevista en el artículo 123 de 
la Constitución Política, pues aunque el estatuto de profesionalización los defina como 
empleados oficiales, lo cierto es que en ellos concurren todos los requisitos que de ca-
rácter restrictivo encierra el concepto de empleado público en atención a la naturaleza 
del servicio prestado, la regulación de la función docente y su ubicación dentro de la 
estructura orgánica de la Rama Ejecutiva del Estado y la implementación de la carrera 
docente para la inserción, permanencia, ascenso y retiro del servicio; razón por la cual, 
se encuadran dentro del concepto de empleados públicos, establecido en la norma su-
perior y desarrollado a través de la ley. Por lo anterior, la Sala unifica su jurisprudencia 
en el sentido que a los docentes les son aplicables las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, 
que contemplan la sanción por mora en el reconocimiento y pago de las cesantías par-
ciales o definitivas de los servidores públicos; siendo consonante esta posición, con la 
adoptada por la Corte Constitucional. (Negrillas fuera del texto) 

 
 
  
 
 
 
SOBRE LA CONDENA EN COSTAS 
 

 
1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Bogotá, 18 

de julio de 2018. Radicación número. 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

La condena en costas se encuentra regulada en el artículo 188 de la Ley 1437, que en su tenor literal 
dispone:  

Art. 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés 
público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución 
se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil. 

Es así, como el artículo citado previamente remite de manera expresa al Estatuto Procesal que será 
aplicable, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

Ahora, descendiendo a la norma procesal aplicable el artículo 365 del Código General del Proceso 
dispone: 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes 
reglas: 

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en 
la medida de su comprobación. […](Negrita y subrayado fuera de texto) 

 
Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en consecuencia solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se 
observa en el expediente del proceso recurrido. 

Por otro lado, vale la pena resaltar que la jurisprudencia del Consejo de Estado frente al tema ha 
señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, motivo por el cual se hace 
inescindible desvirtuar la buena fe de la entidad. 

Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones 
económicas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de 
Estado:  
 

En cuanto a las costas11, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la 
Sección Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 188 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega al 
juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos 
aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que 
principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido 
del artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente 
consulte quien resulte vencido para que le sean impuestas. 

En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de condenar 
en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de causación de expensas 
que justifiquen su imposición a la parte demandada. 

Bajo este contexto, es claro que la condena en costas no es objetiva, sino que es deber del juez 
atender al principio de buena fe del que goza la entidad respecto a sus actuaciones procesales. Como 
se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS O FUNDAMENTO ALGUNO 
sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la entidad demandada NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, que 
desvirtúa la presunción de buena fe, por lo que no procede tal condena. 

I. EXCEPCIONES 
 
PRECRIPCIÓN 
 
Es fundamental tener en cuenta el fenómeno de la prescripción, indicando que la misma consiste en 
la formalización de una situación de hecho por el paso del tiempo, lo que produce la adquisición o la 
extinción de una obligación. Esto quiere decir, que el derecho a desarrollar una determinada acción 
puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad de tiempo y se produce la prescripción. 
 
Es del caso precisar que la norma que se ha de invocar para ese efecto, es la consagrada en el Código 
de Procedimiento Laboral, artículo 151, que es del siguiente tenor literal: 
: 

Artículo 151. Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en 
tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El 
simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, sobre un derecho o 
prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un 
lapso igual. 

 
Adicionalmente, la Sección Segunda del Consejo de Estado, sostuvo: 
 

“… En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución Política los 
beneficios laborales mínimos de los trabajadores comportan carácter irrenunciable, el 
legislador ha previsto la prescripción extintiva de esos derechos, fundamentalmente con 
el propósito constitucional de salvaguardar la seguridad jurídica en relación con litigios 
que han de ventilarse ante los jueces frente a la inactividad del servidor de reclamar su 
pago oportunamente. Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se requiere 
que transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado las 
correspondientes solicitudes.2 
 

Teniendo en cuenta lo alegado por la demandante en el sub examine, se tiene que, si el convocante 
solicitó el 13 de febrero de 2018 ante la Secretaria de Educación de Bogotá el reconocimiento y pago 
de una cesantía definitiva, dicha entidad gozaba de 15 días hábiles para expedir el correspondiente 
acto administrativo, no obstante, fue hasta el día 18 de abril de 2018 que se manifestó al respecto 

 
2 Consejo de Estado- Sección Segunda, Subsección A, C.P. Carmelo Perdomo Cueter, Sentencia del 25 de 
agosto de 2016. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

mediante Resolución No. 3941, en esta medida y sin que se configure un allanamiento a las 
pretensiones de la demanda, podría establecerse que el término para el pago oportuno de sus 
cesantías vencía el 29 de mayo de 2018. 
 
Visto lo anterior, si el término para el pago oportuno de las cesantías vencía el 29 de mayo de 2018, 
a partir del día siguiente, es decir, del 30 de mayo de 2018 se hizo exigible su derecho de acudir ante 
la administración para solicitar el reconocimiento de la sanción moratoria, por lo que desde esa fecha 
empozó a correr el término de prescripción trienal que afecta a este tipo de sanción, tal como lo 
estableció el Consejo de Estado en la sentencia de unificación proferida el 25 de agosto de 2016: 
  

« […] Por ende, es a partir de que se causa la obligación -sanción moratoria- cuando se 
hace exigible, por ello, desde allí, nace la posibilidad de reclamar su reconocimiento 
ante la administración, pero si la reclamación se hace cuando han transcurrido más de 
3 años desde que se produjo el incumplimiento, se configura el fenómeno de 
prescripción. 
[…] 

Con fundamento en lo expuesto, se entiende que la parte actora tenía hasta el 30 de mayo de 2021 
para solicitar el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, en consecuencia, al momento de 
interponer la solicitud «15 de junio de 2021», habían transcurrido 3 años y 18 días, lo que indica, que 
ya había operado la prescripción extintiva. 
 

En virtud de lo anterior, es improcedente acceder a las pretensiones de la demanda. 

 

II. PETICIÓN 
 
Primero: Declarar probadas las excepciones propuestas. 
 
Segundo: Subsidiariamente, en caso de existir una condena contra la Nación, al momento de disponer 
sobre la condena en costas se analicen los aspectos aquí señalados para exonerar de costas a la parte 
demandada conforme a las reglas del artículo 365 del Código General del Proceso 
 
 

IV. ANEXOS 
 
 

✓ Poder conferido a mi favor, junto con la representación legal.  
 
 

V. NOTIFICACIONES 
 

- EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra 
de Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., y/o 
en el correo o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones judiciales:    
notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

mailto:notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co


 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

-  

- EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUPREVIORA en 
la secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en los correo electrónicos 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co, notjudicial@foduprevisora.com.co .  

 
-  Y La suscrita apoderada, las recibiré en la secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 

03 piso 4, y/o en el correo electrónico t_jkramirez@fiduprevisora.com.co. 

 

Del señor Juez. 

 

_____________________________ 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO 
C.C 1.030.570.557 de Bogotá 
T.P 310.344 del C.S.J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG - Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  
Bogotá, Colombia 
 

 
 

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá 
D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los 
consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, 
sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste 
formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la 
presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos 
del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere 
que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier 
smartphone, por Play Store o por App Store. 

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@foduprevisora.com.co
mailto:t_jkramirez@fiduprevisora.com.co


Número de generación: CPC2022070108181343068
Fecha generación: 2022-07-01 20:18:13

CERTIFICADO DE PAGO DE CESANTÍA

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

El (la) señor(a) INGRI VIVIANA LOPEZ BARRETO identificado(a) con tipo de documento CEDULA DE CIUDADANIA
número.  1033689354, presenta los siguientes datos referentes al pago de las cesantías por parte del FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO:

Información del docente:

Nombres: INGRI VIVIANA Apellidos: LOPEZ BARRETO

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033689354

Estado Actual: ACTIVO Tipo de Cesantía: DEFINITIVA

Ente Nominador: BOGOTA D.C. Número de Acto
Administrativo:

3941

Fecha de Acto Administrativo:
(Año-Mes-Día)

2018-04-18 Valor de la Cesantía
Reconocida:

$4,837,442.00

Fecha de pago:
(Año-Mes-Día)

2018-06-29 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Sucursal: BANCO GANADERO CENTRO
DE SERVICIOS CALLE 43 - BTA

Reintegro del pago: NO

Fecha de Reintegro del pago al
Fondo:
(Año-Mes-Día)

- Valor del Reintegro: -



¿Reprogramación del pago?: NO Fecha de Reprogramación de
pago:
(Año-Mes-Día)

-

Entidad Bancaria, Sucursal
reprogramación:

-

Beneficiarios de la Cesantía:

Tipo Documento: Cédula de ciudadanía Número Documento: 1033689354

Valor de la Cesantía
Reconocida:

$4,837,442.00 Entidad Bancaria, Sucursal: BANCO GANADERO

Nota: Se aclara que las cesantías reconocidas deben ser consultadas en la entidad bancaria con el nombre del beneficiario
reconocido en el acto administrativo de la prestación.

Esta comunicación no tiene el carácter de acto administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A. no tiene competencia para
expedirlos.

En estos términos Fiduprevisora S.A., actuando en calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en virtud del Contrato de Fiducia Mercantil Pública celebrado entre ésta y la
Nación, de conformidad con lo establecido en el Artículo 1º del Decreto 1049 de 2006, da respuesta a la solicitud.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 01 días del mes de Julio del año 2022 08:18:13PM

Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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http://www.tcpdf.org


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                   Nº  031833 
 
Señores  
JUZGADO 027 ADMINISTRATIVO - SECCIÓN SEGUNDA DE BOGOTÁ 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 11001333502720220007000 
DEMANDANTE: INGRI VIVIANA LÓPEZ BARRETO 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

ANGELA VIVIANA MOLINA MURILLO    1019103946 BOGOTA 295622 del C.S. de la J.

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO    1022383288 BOGOTA  290488 del C.S de la J.

GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 1018496314 BOGOTA 366593 del C.S. de la J.

JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO    1030570557 BOGOTA  310344 del C.S. de la J.

JHON FREDY OCAMPO VILLA    1010206329 BOGOTA  322164 del C.S. de la J.

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO    1018443763 BOGOTA  260125 del C.S. de la J.

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ    1118528863 YOPAL  278713 del C.S. de la J.

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 BARRANCABERMEJA 294.959 del C.S. de la J.

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 BOGOTA 354085 del C.S. de la J.



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
Acepto: 
 

 
 


















































